Poder Judicial de la Nación CAMARA CIVIL Y COMERCIAL FEDERAL- SALA III 

 Causa N° 5.632/10 “C. J. P. c/ Escuela Superior de Comercio 
Carlos Pellegrini y otro s/ daños y 
perjuicios”
En Buenos Aires, a los 20 días del mes de febrero del año dos mil catorce, hallándose reunidos en acuerdo los Señores Vocales de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal a fin de pronunciarse en los autos “C. J. P. c/ Escuela Superior de Comercio Carlos Pellegrini y otro s/ daños y perjuicios”, y de acuerdo al orden de sorteo el Dr. Recondo dijo:

I. La señora jueza de primera instancia hizo lugar a la demanda interpuesta por J. P. C. y condenó en consecuencia a la Universidad de Buenos Aires al pago de $ 128.400, con más intereses y costas. Ello, en concepto de los daños y perjuicios padecidos por el actor, quien había sido víctima de acoso moral y psicológico -mobbing- de parte de dependientes y alumnos de la Escuela Superior de Comercio Carlos Pellegrini, mientras se desempeñaba como su Director Administrativo (fs. 630/642).

Contra dicho pronunciamiento se alzaron ambas partes (ver recursos de fs. 645 y 649, y autos de concesión de fs. 646 y 650). La actora expresó agravios a fs. 657/668, los que fueron contestados a fs. 679/681. A su turno, la demandada hizo lo propio a fs. 672/675, lo que mereció la réplica de fs. 677/678vta.

En prieta síntesis, la demandada se queja de la procedencia de la acción y de la reparación del daño moral y del daño psicológico, mientras que la actora cuestiona la forma en la que se reconocieron y valuaron los distintos rubros indemnizatorios en la instancia de grado y la tasa de interés aplicable.

II. De manera previa a ingresar en el estudio de las cuestiones planteadas ante esta instancia, resulta pertinente señalar que el señor J. P. C. fue designado como Director Administrativo de la Escuela Superior de Comercio “Carlos Pellegrini” a partir del 10 de julio de 2007, designación que fue prorrogada en diversas oportunidades hasta su vencimiento del 31 de julio de 2008, en que no se produjo su renovación (ver documental acompañada por la demandada a fs. 106/110).

III. Sentado lo anterior y por cuestiones de orden lógico, comenzaré con el análisis del primer agravio de la demandada, pues su resultado condiciona la suerte de los restantes planteos traídos a conocimiento del Tribunal por ambas partes.

Adelanto desde ya que la queja de la demandada relativa a su falta de responsabilidad (fs. 672vta./674) no ha de prosperar, pues el escrito no reúne los requisitos establecidos en el art. 265 del Código Procesal, lo que conduce a declarar su deserción (art. 266 del ordenamiento legal citado).

En efecto, a los fines de rebatir los extensos y fundados argumentos esgrimidos por la sentenciante, que condujeron a la condena de la accionada, ésta se limita a negar genéricamente su responsabilidad en el hecho (fs. 673, tercer párrafo) y se ampara en la circunstancia de que el actor no efectuó denuncia ni reclamo alguno ante las autoridades del colegio (fs. 673vta., tercer párrafo; y fs. 674, primer párrafo). Esta última línea argumental -que ya había sido ensayada en el escrito de responde (fs. 222vta.)- fue analizada por la a quo en forma expresa y detallada (fs. 634vta./635, últimos tres párrafos del considerando 3 del decisorio en crisis), sin que la recurrente aporte ante esta instancia argumento novedoso alguno que conduzca a revertir lo decidido en el aspecto que se examina.

III. Igual suerte debe correr la queja esgrimida por la Universidad de Buenos Aires a fs. 647/675, referida a la reparación del daño moral y del daño psicológico. 

En punto al primero, la recurrente le dedica cuatro párrafos (fs. 674, últimos tres párrafos, y fs. 674vta., primer párrafo), en los cuales meramente efectúa una serie de transcripciones de precedentes jurisprudenciales relativos a la prueba del daño moral, sin aportar ningún dato concreto relativo al caso específico de autos y sin rebatir, precisamente por ello, las argumentaciones de la a quo (ver fs. 640vta./641vta., considerando 7.6 del decisorio en crisis).

En cuanto al daño psicológico, resalto primeramente que la sentenciante indemnizó -bajo este rubro- la pérdida de chance del actor de obtener trabajos a raíz del proceso de acoso (fs. 639/640, considerando 7.2). Sentado ello, advierto que la recurrente insiste con la falta de denuncia de los hechos por parte del accionante (fs. 674vta., tercer párrafo) y efectúa una serie de consideraciones respecto de las cualidades que se requieren para ocupar el cargo de Director Administrativo (fs. 674vta., tres últimos párrafos). Pues bien, nada de ello reviste entidad suficiente para llevarme a la convicción de que el razonamiento de la a quo -fundado en las constancias de la causa, específicamente en el peritaje psicológico- ha sido errado.

IV. Llega el turno, de esta manera, de abocarme al memorial de agravios de la actora, glosado a fs. 657/668.

De una detenida lectura del extenso escrito en cuestión se desprende que la actora cuestiona el rechazo de los rubros “incapacidad sobreviniente” y “lucro cesante”, el monto reconocido en concepto de “daño psicológico” y la tasa de interés aplicable a la indemnización del daño moral.

Lo primero que corresponde poner de relieve es que la recurrente sustenta su defensa en el principio protectorio del trabajador en su arista vinculada a la apreciación de la prueba producida, para concluir en la prescindencia por parte de la a quo de dicho principio y consecuente apreciación inexacta de la prueba rendida en autos. Para ello, trae a colación un fallo de esta Sala, la causa N° 6.151/07 del 21/06/12, voto de mi distinguida colega la doctora Graciela Medina, que versó sobre un hecho similar al que aquí se debate.

Sobre el punto, se impone efectuar las siguientes consideraciones. Cierto es que en el precedente citado de esta Sala se recurrió al referido principio protectorio a la hora de establecer el régimen probatorio aplicable a este tipo de hechos. Pero no lo es menos que ello lo fue a los fines de tener o no por acreditada la ocurrencia de los hechos denunciados y la consecuente responsabilidad de la institución demandada; esto es, analizar los hechos y determinar si la prueba ha sido suficiente o no y cómo debe evaluarse la conducta de la contraria a la hora de aportar los elementos que permitan llegar a la verdad. También en dicho precedente se aplicó la teoría de la carga dinámica de la prueba; de hecho, la responsabilidad de la accionada en ese caso se vio comprometida toda vez que aquélla se había limitado a negar la existencia de los hechos denunciados, sin haber efectuado ningún aporte significativo en aras de llegar a la verdad acerca de lo ocurrido. 

Pues bien, trasladando lo dicho en el párrafo precedente al caso de autos, se impone concluir que también aquí ha mediado una adecuación del principio protectorio y del principio pro homine y sus derivaciones al plano procesal. Y de ello da cuenta la extensa línea argumental desarrollada por la doctora Barbado en los considerandos 2 a 6 de su pronunciamiento (fs. 632vta/638vta.), que la condujeron fundadamente a concluir en la responsabilidad de la demandada por el hecho que dio origen a las presentes actuaciones. Disiento, en consecuencia, con la calificación de “inexacta” que la actora efectúa (fs. 658, primer párrafo) con relación a la apreciación de la prueba por parte de la magistrada de grado.

Ahora bien, distinto es el caso de la valoración de las constancias arrimadas al expediente para tener o no por acreditados los diversos rubros indemnizatorios reclamados en el escrito de inicio. De hecho, en el precedente en el que la recurrente hace hincapié, las limitaciones probatorias que existían en esa causa -como ser la falta del legajo de la actora y de la historia clínica-, si bien no tuvieron una influencia negativa en la responsabilidad de la demandada -precisamente, reitero, por aplicación del principio protectorio- sí lo hicieron a la hora de tener que ponderar los rubros indemnizatorios; y ello fue así, toda vez que el principio de la reparación integral no puede estar desligado del debido proceso (ver considerando VII de la causa N° 6.151/07 ya citada).

Es en este contexto en el que debo analizar si el rechazo de los rubros “incapacidad sobreviniente” y “lucro cesante” y el monto reconocido en concepto de “daño psicológico” han sido o no razonables y adecuados a las constancias probatorias de autos. 

a) Respecto de la incapacidad sobreviniente, el peritaje médico que luce a fs. 512/520 da cuenta de que el actor sufrió un traumatismo en la cara en la región del mentón y otro en su pierna izquierda. Sin embargo, el porcentaje de incapacidad que padece -fijado por el experto en el 25%- lo es sólo por el daño estético por cicatrices. La lesión de la pierna izquierda no le provocó -de acuerdo a los datos que se desprenden del peritaje, el cual no fue cuestionado en este aspecto por la actora- ninguna incapacidad específica.

Por lo tanto, la cuestión radica en determinar si el daño estético derivado de la cicatriz que el actor presenta en el rostro fue producto de la agresión física que padeció el actor durante su desempeño laboral. Dicho interrogante fue respondido negativamente por la sentenciante, en el entendimiento de que la única prueba aportada para acreditar este extremo consistió en la declaración de testigos que no presenciaron el hecho denunciado (fs. 638vta./639, considerando 7.1).

Discrepo con la doctora Barbado en punto a la orfandad probatoria para acreditar la relación de causalidad entre el hecho y el daño. Y ello es así, pues las agresiones esgrimidas contra el actor, de las que dan cuenta los panfletos agregados como prueba en el Anexo G de la documentación reservada, y las declaraciones testimoniales prestadas en el marco de las presentes actuaciones, permiten tener por acreditado con un alto grado de certeza el origen de la lesión que presenta el señor C., esto es, la agresión física que sufrió en el instituto en donde trabajaba. Así, J.A.A. -empleado de la institución demandada- da cuenta de que cierto grupo de alumnos le hacía “escraches” al actor y lo insultaba; incluso una vez escuchó gritos, los que más tarde se enteró que respondían a una agresión física que había sufrido el señor C. (fs. 276vta., respuesta a las preguntas sexta a octava). En el mismo sentido se expidió el testigo J.J.R.E., quien fue vicerrector de la demandada (fs. 278/279, respuesta a las preguntas cuarta a octava), y J.F.N., auxiliar en la administración del actor, quien da cuenta específicamente de que en una oportunidad los alumnos “le pegaron un portazo en la cara” a aquél (fs. 280vta., respuesta a las preguntas cuarta a octava, en especial sexta).

A lo dicho se suman los datos que expone el perito médico en el dictamen que luce a fs. 512/250. En lo que aquí interesa, es del caso destacar que el señor C. sufrió un traumatismo en su cara en la región del mentón, sobre un absceso preexistente; dicho traumatismo pudo haber provocado una solución de continuidad en la piel, que evolucionó hacia una cicatrización excesiva, anormal, sobreelevada, eritematosa que se extiende más allá de la lesión original, produciendo retracción hacia abajo del labio inferior, denominada queloide. Esta alteración en la reparación de la herida le ocasionó problemas físicos, funcionales, estéticos y psicosociales que fueron motivo de consultas a médicos clínicos, dermatólogos, cirujanos plásticos, infectólogos y psiquiatras (fs. 515, último párrafo). Ello es causa de una incapacidad permanente del 25% (fs. 516, segundo párrafo de las Conclusiones). El experto, asimismo, ilustra acerca de la relación causal entre el tipo de traumatismo que presenta el actor y el golpe que puede producir una puerta (fs. 517, respuesta al punto e; ver, asimismo, contestación a las impugnaciones de la demandada de fs. 553/554).

Dada, entonces, la entidad del daño sufrido por el actor y el porcentaje de incapacidad informado por el experto médico, estimo prudente fijar la suma de $ 30.000 por este concepto.

b) En punto a la incapacidad psíquica, la respuesta a este agravio es la que la propia recurrente parece adelantar a fs. 666, segundo párrafo; esto es, que el capítulo dedicado a la incapacidad sobreviniente se complementa con el análisis que efectúa la jueza de grado al tratar el daño a la salud psíquica. Por ello, el planteo que se examina no debe prosperar.

Así lo considero, toda vez que en el pronunciamiento recurrido se tuvo en cuenta la repercusión que las lesiones psíquicas tuvieron en el actor tanto en el aspecto patrimonial, cuanto en el moral.

En punto al primero, bajo el título “daño a la salud psíquica o daño psicológico” (fs. 639/640, considerando 7.2), lo que en realidad se indemnizó fue la pérdida de la chance del actor de obtener trabajos, pues la sentenciante recategorizó el presente rubro en el entendimiento de que la incapacidad psicológica que padece el señor C. tiene incidencia actual sobre sus posibilidades laborales. Y para ello tuvo en cuenta los datos que se desprenden del peritaje psicológico que luce a fs. 562/564vta..

Asimismo, fueron debidamente indemnizadas bajo el concepto de “daño moral” las afecciones que padeció el actor en su vida y en su personalidad a raíz de los hechos denunciados (fs. 640vta./641vta., considerando 7.6).

De modo tal que corresponde analizar los montos indemnizatorios fijados en primera instancia por incapacidad sobreviniente -tanto es su faz patrimonial cuanto extrapatrimonial-, los cuales constituyen materia de agravio por parte del actor (fs. 666/667).

Estimo, al respecto, que los fundamentos esgrimidos por la a quo -que valoró la entidad de los perjuicios padecidos por el accionante y sus características personales- justifican las sumas de $ 30.000 por pérdida de chance y $ 50.000 por daño moral, montos que -por otra parte- se adecuan a los fijados por esta Sala en pleitos similares al presente (conf. causa 6.151/07 ya citada).

c) Finalmente, a fin de analizar el rechazo del lucro cesante, estimo adecuado recordar -previamente- que aquél consiste en la frustración de ganancias que el acreedor podía razonablemente esperar según las circunstancias -generales o especiales- del caso si el acto ilícito no hubiese sucedido (arg. art. 1069 del Código Civil). Se trata de las ganancias que verosímilmente se habrían logrado suponiendo que se hubieran mantenido las demás circunstancias necesarias. Ello porque, para que resulte indemnizable, el daño ha de ser cierto y no eventual, hipotético o conjetural, pues si se indemnizara y posteriormente no se produjese, el damnificado meramente eventual se enriquecería sin causa a expensas del responsable; en otras palabras, debe haber certidumbre en cuanto a la existencia -presente o futura- del daño, aunque no fuera determinable todavía su monto, toda vez que daño cierto es el que se presenta como indudable o con un alto margen de probabilidad. Respecto del lucro cesante, el daño se considera cierto cuando las ganancias frustradas debían lograrse con suficiente probabilidad, ya que no se trata de la simple posibilidad de esas ganancias (tampoco, desde luego, de la seguridad de que ellas se habrían obtenido), sino de su probabilidad objetiva, de acuerdo con las circunstancias del caso concreto y el curso normal de las cosas (conf. Sala II, causa 42.845/95 del 10/08/05, y sus citas).

Y esto es precisamente lo que diferencia el lucro cesante de la pérdida de chance, en la cual lo frustrado no es el beneficio esperado, sino la mera posibilidad de lograr lo que razonablemente hubiese tenido el damnificado de no haber mediado el ilícito.

Sentado ello, adelanto mi posición en el sentido de que en el caso que nos ocupa el rubro reclamado no debe recibir favorable acogida. Así lo considero, toda vez que la transcripción de correos electrónicos que el actor efectúa en su escrito inicial (fs. 28/30 y 77vta./80, acompañados en el Anexo F de la documental reservada) y en los que pretende sustentar la frustración de conseguir un puesto laboral en el Colegio Nacional de Buenos Aires, no reviste entidad suficiente para lograr ese grado de certeza -probabilidad objetiva- que requiere la prueba del lucro cesante.

En efecto, los correos electrónicos transcriptos emanan todos ellos del propio actor. Y de las dos únicas respuestas que constan surge meramente la recepción por parte de la rectora del Colegio Nacional de Buenos Aires del curriculum del actor (fs. 79) y que una persona llamada A.R. estuvo quince días de vacaciones y que en los días subsiguientes tendría “una noticia” (ver fs. 79vta.).

La declaración testimonial prestada por V.G.G., quien ejerció la rectoría del Colegio Nacional de Buenos Aires, tampoco arroja demasiada luz sobre la cuestión a dilucidar, pues de ella, si bien se desprende que no se pudo lograr el pase del señor C. a dicho Colegio (fs. 296, respuesta a la pregunta sexta), lo cierto es que los motivos de ello nunca se aclararon.

En estas condiciones, no puede -a contrario de lo que pretende la recurrente- concluirse sin más que los hechos que dieron origen a las presentes actuaciones fueron el motivo por el cual el señor C. no pudo conseguir un puesto de trabajo en el Colegio Nacional de Buenos Aires.

V. Resta expedirme sobre la tasa de interés aplicable al monto de la reparación del daño moral, que la a quo fijó en el 6% anual, atento haber sido la indemnización expresada a valores actuales (fs. 641vta., considerando 8).

El pronunciamiento apelado también debe ser confirmado en este aspecto, pues la recurrente, a fin de justificar su calificación de “agraviante” a la tasa fijada, efectúa una serie de consideraciones que lo que en realidad cuestionan es la cuantificación del daño moral (fs. 667vta./668), lo que deviene insuficiente para modificar la tasa de los accesorios.

VI. Por los fundamentos que anteceden, corresponde modificar la sentencia apelada en los términos que surgen del considerando IV, apartado a, de la presente, y confirmarla en todo lo demás que ha sido materia de agravios. Por la instancia de Alzada, respecto del recurso de la actora, las costas se imponen en un 80% a dicha parte, y el 20% restante a cargo de la demandada (art. 71 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Y por el recurso interpuesto por esta última, las costas se imponen a dicha parte en su totalidad (art. 68, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Así voto.

El Dr. Antelo, por análogos fundamentos adhiere al voto precedente. Con lo que terminó el acto firmando los Señores Vocales por ante mí que doy fe. Fdo.: Ricardo Gustavo Recondo – G uillermo Alberto Antelo. 

Es copia fiel del original que obra en el T° 1, Registro N° del Libro de Acuerdos de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.

Buenos Aires, de febrero de 2014.

Y VISTO: lo deliberado y las conclusiones a las que se arriba en el Acuerdo precedente, el Tribunal RESUELVE: modificar la sentencia apelada en los términos que surgen del considerando IV, apartado a, de la presente, y confirmarla en todo lo demás que ha sido materia de agravios. Por la instancia de Alzada, respecto del recurso de la actora, las costas se imponen en un 80% a dicha parte, y el 20% restante a cargo de la demandada (art. 71 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Y por el recurso interpuesto por esta última, las costas se imponen a dicha parte en su totalidad (art. 68, primera parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Una vez determinado, por liquidación firme, el monto definitivo de la condena en concepto de capital e intereses, el Tribunal procederá a regular los honorarios de los profesionales intervinientes.

Hágase saber a los letrados la vigencia de las acordadas CSJN N° 31/11 y 38/13 –B.O. 17/10/13-.

La Dra. Medina no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia (art. 109 del RPJN).

Regístrese, notifíquese, oportunamente publíquese y devuélvase.
